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I. RESUMEN

1. El 12 de julio de 2002, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Francisco Correa y Alejandro Peñafiel (en adelante “los peticionarios”)
, en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “Ecuador”) por la falta de tutela judicial efectiva en el marco de múltiples y sucesivos enjuiciamientos adelantados en contra del señor Alejandro Peñafiel (en adelante “la presunta víctima” o “el señor Peñafiel”) y por la ausencia de garantías judiciales, en virtud de los cuales se le sometió a un régimen de detención preventiva de libertad que se extendió por un tiempo mayor al establecido en la ley.  Alegan asimismo violaciones al derecho a la vida, al principio de legalidad e irretroactividad, protección a la honra, a la libertad de expresión y a la propiedad privada, enmarcadas en un contexto de persecución por razones políticas originado en el cierre de una institución financiera que presidía el señor Peñafiel.
2. Los peticionarios sostienen que el Estado es responsable por la violación de los artículos 4, 7, 8, 9, 11, 13, 21 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) en relación con su artículo 1.1. Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible dado que no se agotaron los recursos internos disponibles y que no se configuran violaciones a la Convención Americana. 
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar la petición admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 7, 8, 9, 21 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1. Asimismo, decidió declarar inadmisible la petición respecto de presunta violación de los artículos 4, 11 y 13 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su informe anual.

II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. La CIDH registró la petición bajo el número P-1671-02 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 30 de julio de 2002, transmitió las partes pertinentes al Estado para sus observaciones. El 23 de septiembre de 2002 los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue transmitida al Estado para sus observaciones. En fechas 21 de noviembre de 2002 y 9 de enero de 2003, y mediante escrito de 3 de febrero de 2003, los peticionarios presentaron información adicional. El 6 de febrero de 2003, el Estado presentó su respuesta, la cual fue traslada a los peticionarios para sus observaciones. El 21 y 26 de febrero de 2003 los peticionarios presentaron sus observaciones e información adicional, la cual fue trasladada al Estado. El 6 de marzo de 2003, los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue traslada al Estado para sus observaciones. El 3 de abril de 2003 el Estado presentó su respuesta la cual fue traslada a los peticionarios para sus observaciones. 
5. El 8 de mayo de 2003 la Comisión recibió una solicitud de medidas cautelares por las agresiones que el señor Peñafiel habría sufrido mientras se encontraba detenido bajo el régimen de prisión preventiva de libertad. El 14 de mayo de 2003 la CIDH otorgó medidas cautelares a su favor, registradas bajo el número MC 506-03 y por una vigencia de seis meses.
6. El 22 de mayo de 2003 se recibió información adicional presentada por la Defensoría del Pueblo del Ecuador, la cual fue transmitida al Estado para su conocimiento. El 19 de junio de 2003 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones. El 30 de junio y 3 de julio de 2003 los peticionarios presentaron información adicional. El 2 de julio de 2003 los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para su conocimiento. El 10 de octubre de 2003 el Estado solicitó a la CIDH remitir copias del expediente. El 8 y 30 de enero, y 1 de marzo de 2004, los peticionarios presentaron información adicional. 

7. El 4 de marzo de 2004 se llevó a cabo una reunión de trabajo en la sede de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH. El 1 de septiembre de 2004 los peticionarios presentaron información adicional la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. El 29 de septiembre de 2004 los peticionarios presentaron información adicional. El 23 de febrero de 2005, el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas a los peticionarios para sus observaciones. El 19 de julio de 2005 los peticionarios presentaron su respuesta. El 23 de enero de 2008 los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. El 19 de junio y 11 de julio de 2008, el Estado presentó su respuesta e información adicional, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones. 

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

8. Como antecedentes, los peticionarios indican que Alejandro Peñafiel fue Presidente Ejecutivo del Banco de Préstamos en Ecuador hasta el mes de agosto del año 1998, fecha en la cual se ordenó la “liquidación forzosa” de la entidad bancaria. Alegan que la medida habría resultado injustificada ya que el Banco se encontraba en situación de solvencia, no obstante, las autoridades nacionales habrían atribuido públicamente a la entidad bancaria el haber ocasionado graves daños a la situación financiera en Ecuador. Como consecuencia, la Fiscalía ecuatoriana le habría iniciado el proceso penal No. 1342/98, por el delito de defraudación. Indican que con ocasión de dicho proceso, el Ministerio Fiscal solicitó al Juzgado Décimo Cuarto de lo Penal de Pichincha que ordenara la extradición del señor Peñafiel quien residía fuera del país para ese momento. 

9. Indican que la solicitud de extradición fue negada en dos ocasiones por parte del referido Juzgado Penal. Sin embargo, el 3 de agosto de 2000, el Juzgado Penal habría dictado una tercera providencia en la cual habría accedido a la solicitud de la Fiscalía acordando la solicitud de extradición, con lo cual se procedió a realizar el trámite correspondiente ante la Corte Suprema de Justicia
. Sostienen que esta decisión carecía de motivación y que durante la tramitación de la extradición, el representante legal del señor Peñafiel no habría sido debidamente notificado. 

10. Indican que la solicitud de extradición fue finalmente presentada por el Gobierno de Ecuador ante las autoridades de la República del Líbano en el mes de agosto de 2000, lugar donde el señor Peñafiel había sido detenido por la INTERPOL el 24 de julio de 2000.  Sostienen que en el documento remitido por las autoridades ecuatorianas al Gobierno del Líbano, se habría indicado que el señor Peñafiel ya había sido condenado a una pena de prisión, cuando solamente se había dictado el auto cabeza del proceso y una orden de prisión preventiva
. Indican que las autoridades libanesas accedieron a la solicitud de extradición; sin embargo, el viaje fue suspendido por las autoridades francesas durante una escala en ese país, ya que el señor Peñafiel comunicó que había presentado una solicitud de asilo político ante el Gobierno de España. Indican que la solicitud de asilo político fue posteriormente negada y el señor Peñafiel fue finalmente extraditado a Ecuador a donde arribó el 8 de marzo de 2001, siendo privado de libertad por las autoridades ecuatorianas
.   

11. Los peticionarios alegan que desde que el señor Peñafiel llegó a Ecuador, le fueron iniciados alrededor de catorce procesos penales, en los cuales se le habría acusado en al menos siete oportunidades por el delito de peculado bancario
. Al respecto, los peticionarios plantean que se habrían cometido una serie de irregularidades en la tramitación de cada uno de estos procesos, y que éstos habrían constituido un mecanismo de “persecución gubernamental” con la intención de lograr una sentencia condenatoria en contra del señor Peñafiel y prorrogar el máximo de tiempo posible su privación de libertad. Aducen que cada vez que se le dictaba una resolución favorable, una nueva causa penal en su contra era inmediatamente abierta. Alegan que esta situación dejó en estado de indefensión al señor Peñafiel dado el “gran número de causas” sobre los cuales llegó a tener que defenderse de forma simultánea. 

12. Como sustento de su alegato, los peticionarios llaman primeramente la atención sobre dos de los procesos iniciados en contra del señor Peñafiel, el primero de ellos por el delito de defraudación anteriormente referido como la causa penal No. 1342/98 (supra párr. 8) y el segundo iniciado por presunto aumento ilegal de capital del Banco de Préstamos (causa No. 1070/2000). Indican que en el marco del proceso No. 1342/98, el Tribunal Cuarto de lo Penal de Pichincha dictó sentencia absolutoria el 21 de febrero de 2002 y se emitió la correspondiente Boleta de Excarcelación
. En relación al segundo proceso, señalan que el Juzgado Séptimo de lo Penal de Pichincha dictó auto de sobreseimiento provisional del proceso en fecha 12 de noviembre de 2001 y se emitió la correspondiente Boleta de Excarcelación. Indican que esta decisión fue apelada por la Fiscalía y elevada en consulta ante la Segunda Sala de la Corte Superior de Justicia de Quito. Alegan que el 22 de febrero de 2002, al día siguiente que se dictó la referida decisión absolutoria del Tribunal Cuarto de lo Penal, la Segunda Sala de la Corte Superior de Justicia de Quito revocó el auto de sobreseimiento y dictó auto de llamamiento a juicio modificando la calificación jurídica del delito inicialmente imputado, por el de peculado, que era un delito de mayor gravedad
. Indican que en esta segunda etapa del proceso, el 18 de abril de 2002, el Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha dictó sentencia condenatoria por el delito de peculado bancario e impuso una pena de ocho años de reclusión. 

13. Señalan que las decisiones del Tribunal Cuarto y del Tribunal Segundo de lo Penal fueron recurridas en casación y acumuladas mediante auto de 17 de febrero de 2004 de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia. Señalan que en el marco de otro de los procesos iniciados al señor Alejandro Peñafiel (referido con la causa No. 159/2001)
, el Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha dictó sentencia condenatoria por el delito de peculado en fecha 6 de febrero de 2003
. Indican que mediante providencia de 5 de julio de 2004, el Presidente de dicho Tribunal determinó que el señor Peñafiel ya había cumplido la condena impuesta por lo que ordenó que se dispusiera su libertad
. Alegan que en esa misma fecha, la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia resolvió el recurso de casación pendiente por las causas acumuladas de los otros dos procesos penales antes referidos, y dictó sentencia condenatoria por el delito de peculado y le impuso una pena de ocho años de reclusión. Indican que mediante providencia del 27 de septiembre de 2004, el Tribunal Cuarto de lo Penal de Pichincha, en ejecución de la sentencia dictada por la Corte Suprema de Justicia, ordenó que el señor Peñafiel debía volver a prisión para terminar de cumplir el resto de la pena impuesta y dispuso además su prohibición de salida del país. En cumplimiento de esta resolución, el señor Peñafiel habría sido privado de libertad nuevamente. 

14. Los peticionarios indican que los jueces que dictaron las resoluciones favorables en las referidas causas habrían sido objeto de procesos penales y en algunos casos removidos de sus cargos
. Sostienen que esto habría afectado la garantía independencia e imparcialidad de las autoridades judiciales que conocieron de las causas iniciadas en contra de Alejandro Peñafiel, dado que con estas actuaciones se estaba enviando un mensaje a los jueces que contemplaban dictar sentencias en su favor. De esta forma, aducen que las competencias del poder judicial habrían sido “invadidas” a través de una supuesta “presión” ejercida por altos funcionarios de Gobierno.

15. Sostienen que el señor Peñafiel permaneció privado de libertad de forma ilegal y arbitraria al haber estado bajo un régimen de prisión preventiva que se excedió más allá del tiempo legalmente permitido, puesto que la Constitución ecuatoriana entonces vigente, establecía que el tiempo máximo de privación de libertad sin que exista una condena, era de un año
. En ese sentido, alegan que el señor Peñafiel permaneció cuatro años privado de libertad debido a los sucesivos procedimientos iniciados por la Fiscalía, al punto de haber cumplido el tiempo correspondiente a la condena que finalmente se le impuso de forma previa a que la misma fuese dictada. Indican que a pesar de que habrían sido emitidas hasta ocho boletas de excarcelación por las autoridades judiciales ordenando su libertad, y que las sentencias condenatorias que se dictaron no se encontraban firmes, el señor Peñafiel permaneció privado de libertad hasta que cumplió la pena establecida para el delito por el que se le juzgó en más de una oportunidad. Asimismo, destacan que, con motivo de una “solicitud de prelibertad” presentada por el señor Peñafiel, la Dirección Nacional de Rehabilitación Social del Ministerio de Gobierno de Ecuador, habría emitido el informe de 22 de enero de 2004, en el cual se relacionan las causas penales iniciadas en contra del señor Peñafiel y se habría recomendado ordenar su libertad con base en la disposición constitucional sobre el régimen de prisión preventiva
. Alegan que esta situación habría vulnerado igualmente su derecho a la presunción de inocencia. 

16. En relación al delito de peculado bancario, indican que en el marco de los procesos penales iniciados, se dictaron varias resoluciones que excluían la posibilidad de imputarle al señor Peñafiel responsabilidad penal por la comisión de dicho delito
. No obstante, las instancias internas habrían seguido adelantando múltiples procesos “para revisar y juzgar [reiteradamente] los mismos hechos y el derecho recaído sobre ellos”, en virtud de lo cual se habría violentado el principio del non bis in idem. Asimismo, sostienen que la figura de peculado bancario habría sido tipificada con la entrada en vigencia de una reforma al Código Penal publicada mediante la Ley No. 99-26 de 13 de mayo de 1999, por lo que se habría condenado al señor Peñafiel por un delito que no se encontraba vigente para el momento en que ocurrieron los hechos del cierre del Banco de Préstamos
. 

17. Los peticionarios alegan que se habría configurado una práctica “sistemática” de las autoridades en desaplicar las decisiones que han resultado favorables al señor Peñafiel, incumpliendo la obligación contenida en el artículo 25.2.(c) de la Convención. Consideran que el presente caso se inserta en el marco de una “persecución por razones políticas” en la que el señor Peñafiel no sólo habría sido condenado de antemano, sino que se habría visto impedido de utilizar los recursos normalmente disponibles para recurrir los fallos dictados por los tribunales internos con el respeto de las garantías contenidas en el artículo 8 de la Convención. Agregan que todavía existen procesos pendientes de resolución que han sido “archivados” por la Fiscalía y que pudieran ser nuevamente reactivados, por lo que el señor Peñafiel se encontraría actualmente en una situación de “total inseguridad jurídica”. 

18. Por otra parte, los peticionarios alegan que la Agencia de Garantía de Depósitos (“AGD”), como organismo “dependiente del Gobierno”, que tenía a su cargo las entidades bancarias que se encontraban en saneamiento desde el año 1998, entre éstas el Banco de Préstamos; habría ordenado la incautación de ciertos bienes del señor Peñafiel a través de un “procedimiento de coactiva por deudas”
. Sostienen que estos bienes eran propiedad de empresas familiares, que si bien estaban vinculadas al señor Peñafiel, no registraban deudas con el Banco de Préstamos.  En ese sentido, alegan que el procedimiento iniciado por la AGD habría sido una medida de “presión” en contra del señor Peñafiel, y que en el mismo no se habrían observado las garantías del artículo 8.1
. 
19. Asimismo, alegan que desde que se dispuso el cierre del Banco de Préstamos, altas autoridades gubernamentales habrían acusado públicamente al señor Peñafiel de hechos delictivos que no habían sido probados en sede judicial, afectando “su nombre y su dignidad”
. Agregan que las autoridades ecuatorianas que habrían participado en la investigación de los hechos relacionados con el caso del Banco de Préstamos, actuaron igualmente en detrimento de su derecho a la honra y reputación
. 

20. De igual manera, alegan una presunta violación del derecho a la vida ya que en el año 2003, mientras el señor Peñafiel se encontraba privado de libertad, habría sido agredido por parte de los internos del centro de reclusión donde se encontraba, sin que las autoridades penitenciarias lo hubiesen impedido. Destacan que estos hechos fueron los que motivaron la adopción de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH en su oportunidad.  
21. Finalmente, los peticionarios alegaron en la petición inicial que, luego de haber sido dictada la sentencia absolutoria del Tribunal Cuarto de lo Penal de Pichincha de 21 de febrero de 2002, no se le habría permitido al señor Peñafiel hacer declaraciones a los medios de comunicación, con lo cual se habría vulnerado su derecho a la libertad de expresión.  
B.
Posición del Estado
22. El Estado alega que el reclamo es inadmisible ya que al momento que los peticionarios presentaron la petición ante la Comisión no se habían agotado los recursos previstos en la jurisdicción interna. Concretamente, el Estado sostuvo en su escrito inicial que la sentencia dicta por el Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha en fecha 18 de abril de 2002, en la cual se condenó al señor Alejandro Peñafiel por el delito de peculado bancario, había sido recurrida a través del recurso extraordinario de casación que se encontraba pendiente de decisión por parte de la Primera Sala de la Corte Suprema de Justicia. Al respecto sostuvo que este era el recurso “adecuado” y “efectivo” que se debía agotar, conforme a lo establecido en el ordenamiento jurídico interno ecuatoriano. Por lo tanto, alegó que la CIDH no podía declarar admisible la petición hasta tanto no se dictara una decisión definitiva en dicho proceso
. 
23. Asimismo, el Estado alegó que conforme a lo establecido en el Código de Procedimiento Penal del Ecuador, la defensa del señor Peñafiel podía interponer igualmente el recurso de revisión, en cualquier oportunidad y luego de ejecutoriada una eventual sentencia condenatoria en su contra. Sostuvo que, según hubiese correspondido, era necesario que el peticionario agotara este recurso, por ser también un mecanismo idóneo disponible en la jurisdicción interna para reparar la situación jurídica presuntamente infringida.  En este sentido, el Estado alegó que no era admisible el argumento de los peticionarios sobre un “retardo injustificado en la decisión de la causa” hasta tanto no hubiese sido resuelto por las instancias internas. 
24. Sostuvo que tampoco podían invocarse las excepciones a la regla del previo agotamiento de los recursos internos ya que en el presente caso, el señor Peñafiel ha tenido pleno acceso a los recursos de la jurisdicción interna, y las instancias nacionales han actuado conforme a derecho y en observancia del debido proceso.  
25. En relación a la presunta violación de las garantías del debido proceso, el Estado sostiene que, de la revisión de los procesos penales, se demuestra que el señor Peñafiel ha contado con un efectivo derecho a la defensa, ha obtenido sentencias motivadas a la luz del derecho vigente, decididas por tribunales independientes e imparciales, y ha tenido a su disposición los recursos de la jurisdicción interna
. Frente al alegato de los peticionarios sobre una presunta violación del derecho a ser juzgado en un plazo razonable, el Estado sostiene en primer lugar que el señor Peñafiel podía haber recurrido a un juicio de recusación contra el juzgado que hubiese incurrido en dicha violación para de esta manera permitir a las autoridades nacionales subsanar una presunta afectación al derecho al debido proceso. Sostiene que el procedimiento por recusación se encuentra debidamente consagrado en la legislación interna y era la vía idónea y efectiva para plantear las alegadas irregularidades presuntamente cometidas en relación al tiempo de duración del proceso seguido en su contra. 
26. En segundo lugar, el Estado sostiene que, de acuerdo a lo establecido en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), no existe “un quantum preciso” que deba tenerse en cuenta en relación al derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, sino que deben considerarse las circunstancias particulares del caso, por lo que en el presente asunto debe considerarse que el proceso a nivel interno ha sido resuelto “en un plazo acorde con el tipo de juicio de que se trata [y] dentro de las propias posibilidades que el Estado [ha tenido] a su alcance”. En consecuencia, el Estado considera que no se le podrían atribuir presuntas violaciones a las garantías establecidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana.
27. Finalmente, el Estado alega que el procedimiento de incautación realizado por la Agencia de Garantía de Depósitos (AGD), se realizó conforme a lo establecido en la “Ley de Reordenamiento en Materia Económica en el Área Tributario Financiero”
. Sostiene que fue presentada una acción de amparo constitucional contra de la orden de incautación de la AGD, la cual fue posteriormente desestimada por el Juez Décimo Tercero de lo Penal de Pichincha en fecha 1 de febrero de 2008. En suma, alega que el procedimiento realizado por la AGD se realizó con plena observancia de las garantías del debido proceso a través de resoluciones administrativas “legítimas” y con estricto apego a la legalidad. 
28. En vista de los argumentos anteriores el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad de la petición de referencia.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
29. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977 fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  
30. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

31. El artículo 46.1.a de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana
. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alegan han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 
32. En el asunto bajo estudio, el Estado alegó en su posición inicial que los recursos internos no habían sido agotados, específicamente porque se encontraba pendiente el recurso de casación interpuesto en contra de la decisión del Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha de 18 de abril de 2002, a través de la cual se condenó a Alejandro Peñafiel por el delito de peculado bancario. Asimismo alegó que la legislación ecuatoriana contemplaba por una parte, el recurso de revisión, que sería el mecanismo disponible que el señor Peñafiel debía agotar ante una eventual sentencia firme de condena; y por la otra, el juicio de recusación como la vía idónea para plantear a nivel interno la alegada violación del plazo razonable por el tiempo transcurrido en los procesos seguidos en contra del señor Peñafiel.  
33. Por su parte, los peticionarios alegaron que dadas las circunstancias particulares del caso, los recursos disponibles en la jurisdicción interna resultaban ilusorios en vista de la falta de independencia e imparcialidad de las autoridades judiciales, lo que en general había configurado un cuadro de denegación de justicia. En relación a los recursos planteados por el Estado, alegaron por una parte el carácter extraordinario de los recursos de casación y revisión, en virtud de lo cual no habrían sido la vía idónea para remediar la ausencia de garantías en las etapas previas de un proceso penal. Asimismo sostuvieron que por la naturaleza del recurso de revisión, éste podía ser interpuesto sin plazo de caducidad y sólo después de que existiera una sentencia de condena, lo que tampoco constituía un mecanismo eficaz para solventar las violaciones planteadas en el caso. En relación a la recusación de los jueces, alegaron que era un recurso que procedía solamente en ciertos casos establecidos en la legislación, y que carecía igualmente de efectividad, teniendo en cuenta los antecedentes planteados sobre la falta de independencia judicial. En suma, sostuvieron que el Estado no había probado la efectividad de los recursos planteados y que acudir a éstos se convertiría en una formalidad que carecía de sentido, por lo que las excepciones del artículo 46.2 eran plenamente aplicables en esta situación y los eximían del requisito de agotar recursos internos que, en la práctica, no podían alcanzar su objeto.
34. La Comisión nota que para la fecha de presentación de la petición, los peticionarios alegaron que el señor Peñafiel había excedido el tiempo previsto en la Constitución de Ecuador para el régimen de prisión preventiva de libertad al cual estaba sometido y que los recursos disponibles en el orden interno habrían resultado ilusorios para restablecer la situación jurídica presuntamente infringida. Asimismo, la Comisión tiene en cuenta que, de acuerdo a la información aportada por las partes, en la actualidad el señor Peñafiel se encontraría en libertad tras haber sido condenado por el delito de peculado bancario. 
35. Conforme ha sido establecido en otras oportunidades, la situación que debe tenerse en cuenta para establecer si se han agotado los recursos de la jurisdicción interna es aquella existente al decidir sobre la admisibilidad, puesto que el momento de la presentación de la denuncia y el del pronunciamiento sobre admisibilidad son distintos
. En ese sentido, la Comisión considera que, sin perjuicio del análisis que correspondía realizar sobre la naturaleza del recurso de casación y la exigencia de su agotamiento en los términos de la Convención, la excepción planteada por el Estado al respecto, no subsistiría al momento de realizar el presente informe ya que dicho recurso habría sido agotado mediante la decisión de 5 de julio de 2004 de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia. 
36. Por otra parte, la Comisión nota que el objeto de la presente petición se refiere concretamente a las alegadas violaciones al derecho a la propiedad privada, libertad personal y al debido proceso en las causas iniciadas contra Alejandro Peñafiel, las que incluyen, detención preventiva prolongada, juzgamiento por los mismos hechos en varios juicios, falta de cumplimiento de sentencias favorables, la no aplicación de una ley posterior más favorable, falta de tipificación del hecho al momento de la supuesta comisión, la falta de independencia del poder judicial y la falta de recursos internos eficaces para controvertir para controvertir las violaciones planteadas.
37. En ese sentido, corresponde aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso.  La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que
la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.

38. No corresponde a la CIDH pronunciarse sobre la determinación de culpabilidad o inocencia de un imputado o acusado en proceso penal. Sin embargo, sí le compete analizar si se han menoscabado las garantías del debido proceso protegidas en la Convención y –a efectos de la determinación de la admisibilidad del reclamo—si se han agotado los recursos internos o si corresponde excusar su agotamiento en vista de las características del reclamo.  En el presente caso, los peticionarios alegan que factores tales como el inicio de procesos y remoción de las autoridades judiciales que dictaron decisiones favorables al señor Peñafiel así como la inaplicación de estas decisiones, afectó las garantías de independencia e imparcialidad. 
39. La Comisión observa que aún cuando los peticionarios han alegado la aplicación de las excepciones a la regla del previo agotamiento de los recursos internos, los reclamos referidos supra estuvieron presentados en la jurisdicción interna a través de una serie de recursos interpuestos por la defensa del señor Peñafiel en las diferentes causas iniciadas en su contra. El cuadro que aparece a continuación, confeccionado por la CIDH, resume la información aportada por las partes sobre el detalle de las decisiones que fueron impugnadas en el marco de dichos procesos. 
	Proceso
	Decisiones impugnadas

	1342/98
	Auto de apertura al plenario por el delito de peculado bancario emitido por el Juzgado Décimo Cuarto de lo Penal de Pichincha el 30 de enero de 2001.  

	1070/2000
	Decisión del Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha de 18 de abril de 2002 a través de la cual se condenó al señor Peñafiel por el delito de peculado. 

	159/2001
	Decisión del Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha de 6 de febrero de 2003 a través de la cual se condenó al señor Peñafiel por el delito de peculado.

	307/2000
	Auto de llamamiento a juicio plenario dictado por el Juzgado Decimotercero de lo Penal de Guayas de 19 de febrero de 2002. 

	615/2001
	Auto de llamamiento a juicio plenario dictado por el Juzgado Décimo Tercero de lo Penal de Pichincha de 24 de julio de 2002. 

	315/2001
	Auto de llamamiento a juicio plenario por el delito de peculado del Juzgado Décimo Tercero de lo Penal de Pichincha. 

	873/2000
	Decisión del Tercero Tribunal de lo Penal de Pichincha de 4 de octubre de 2002 a través de la cual se condenó al señor Peñafiel por delito de falsificación. 

	357/2002
	Recurso de “amparo de libertad” presentado ante el Presidente de la Corte Superior de Quito el 9 de diciembre de 2002
, contra el Juzgado Duodécimo de lo Penal de Pichincha que conocía la causa y había dictado orden de prisión preventiva el 18 de septiembre de 2002. 

	11/2003
	Auto de llamamiento de juicio plenario dictado por el Juzgado Primero de lo Penal de Ambato. 

	Proceso de incautación iniciado por la AGD
	Acción de amparo constitucional presentada ante el Juez Décimo Tercero de lo Penal de Pichincha en contra de las resoluciones administrativas de incautación dictadas por el Gerente General de la Agencia de Garantía de Depósitos de 12 de octubre de 2006 y 29 de noviembre de 2007.  


40. Por lo tanto, en vista de su análisis de los alegatos e información presentados por las dos partes, la Comisión concluye que los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 7, 8, 9, 21 y 25 se plantearon en diferentes ocasiones ante las autoridades internas en virtud de lo cual las autoridades judiciales procedieron a examinar la situación jurídica del señor Alejandro Peñafiel.
41. Asimismo, la CIDH reitera que de acuerdo con la carga de la prueba aplicable a la materia, el Estado que alega el no agotamiento debe señalar los recursos internos que deben agotarse y proporcionar además la prueba de su efectividad
. En ese sentido, la Comisión observa que el Estado no ha precisado la idoneidad y efectividad que habrían tenido los recursos de revisión y recusación a fin de subsanar la situación jurídica presuntamente infringida, en razón del alegado retardo injustificado en los procesos a los que se encontraba sometido el señor Peñafiel y en virtud de los cuales habría permanecido privado de libertad bajo el régimen de detención preventiva. 
42. El Estado tampoco ha presentado argumentos concretos en cuanto al planteamiento de los peticionarios sobre los factores que pudieran haber afectado la decisión de estos recursos, específicamente en cuanto a la ausencia de la garantía de imparcialidad e independencia. Por su parte, los peticionarios han presentado argumentos concretos sobre el impacto que habría tenido en los procesos judiciales el reclamo relacionado con dicho asunto. La Comisión encuentra que las circunstancias descritas por los peticionarios, pueden haber afectado su acceso a los recursos de la jurisdicción interna señalados por el Estado, y por lo tanto corresponde entender que sería procedente eximir este aspecto del reclamo del requisito bajo estudio.
2. Plazo de presentación de la petición

43. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible debe ser presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva adoptada por los tribunales internos.  Asimismo, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.

44. La petición fue recibida el 12 de julio de 2002 y en este caso, la Comisión ha determinado por una parte, que para el momento en que fue presentada, le habrían sido aplicables las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme a lo establecido en el artículo 46.2, y por la otra, que la situación jurídica del señor Peñafiel fue resuelta de forma definitiva mediante la decisión de 5 de julio de 2004 de la Primera Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia. Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.  
3. Duplicación de procedimiento internacional

45. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención. 
4. Caracterización de los hechos alegados

46. A los fines de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es “manifiestamente infundada” o si es “evidente su total improcedencia”, según el inicio (c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo
. 

47. En el presente caso los peticionarios han presentado diversos argumentos relacionados con posibles afectaciones a varios derechos establecidos en la Convención Americana, presuntamente cometidos en el marco de los diversos procesos penales que fueron iniciados en Ecuador en contra del señor Peñafiel. En particular sostienen que el hecho de haberse iniciado sucesivas causas al señor Peñafiel habría causado un perjuicio a su derecho a ser juzgado con las debidas garantías ya que, al ser considerados en su conjunto, los diferentes procesos habrían resultado una medida de “persecución” en su contra. El Estado por su parte ha presentado argumentos relacionados con el cumplimiento del requisito de previo agotamiento de los recursos internos y, en general, ha sostenido que se habría garantizado el derecho a la defensa del señor Peñafiel y a ser juzgado en un plazo razonable. 

48. A la luz de las anteriores consideraciones, y en vista de los elementos de hecho y de derecho anteriormente descritos, la CIDH considera que los alegatos de los peticionarios se refieren a hechos que, de ser comprobados, podrían caracterizar violaciones de varios derechos protegidos por la Convención Americana en sus artículos 7, 8, 9, 21 y 25 en conexión con su artículo 1.1 en perjuicio del señor Alejandro Peñafiel. 

49. Los peticionarios alegan que en virtud de los diversos procedimientos penales que fueron iniciados contra el señor Peñafiel, éste habría permanecido en régimen de detención preventiva más allá del tiempo establecido en la Constitución para tal fin. Asimismo, han alegado que en su oportunidad se habría determinado que procedía ordenar su libertad con base en la normativa constitucional aplicable, no obstante, éste habría permanecido bajo dicho régimen de detención
. Al respecto y de forma preliminar, la CIDH observa que, de acuerdo a los alegatos de las partes y la información disponible, varios de los procesos penales iniciados al señor Peñafiel, se habrían adelantado solicitando su detención de forma preventiva. En ese sentido, considera prima facie que los alegatos presentan cuestiones relacionadas con el derecho a la libertad personal y requieren de un análisis de fondo en relación con el deber de respeto y garantía del derecho contenido en el artículo 7 del a Convención Americana, por lo que corresponde declararlo admisible. 

50. Asimismo, la CIDH observa que los alegatos de los peticionarios relacionados con una presunta condena impuesta al señor Peñafiel por un delito –de peculado bancario- que no habría estado vigente para el momento en que habrían ocurrido los hechos que se le imputaban –relacionados con el cierre de la entidad financiera que habría presidido hasta el año 1998-, podrían caracterizar una violación al artículo 9 de la Convención.

51. En cuanto al alegato sobre la presunta violación del derecho a la honra y dignidad previsto en el artículo 11 de la Convención, la Comisión observa que éste se encuentra subsumido en el reclamo sobre la presunta violación del artículo 8.2 de la Convención Americana, por lo que corresponde considerarlo como inadmisible.
52. En el asunto bajo estudio, los peticionarios también han esgrimido argumentos relacionados con una presunta afectación al derecho a las garantías del debido proceso y la protección judicial. En ese sentido, la Comisión observa que este extremo de la denuncia estaría principalmente relacionado con: i) el procesamiento y condena del que habría sido objeto el señor Peñafiel por el mismo delito en más de una oportunidad; ii) la posible afectación de la garantía de imparcialidad e independencia judicial por el inicio de procedimientos, presuntamente de carácter sancionatorio, a las autoridades que habrían dictado decisiones a su favor; y iii) una presunta afectación a la presunción de inocencia y el derecho a ser juzgado en un plazo razonable, relacionada con el tiempo que habría permanecido bajo el régimen de detención preventiva, supuestamente más allá del límite permitido por la legislación. Asimismo, se alega que las decisiones que habrían resultado favorables al señor Peñafiel en el marco de los distintos procesos penales, no habrían sido cumplidas pese a lo establecido en la legislación ecuatoriana entonces vigente y las decisiones judiciales dictadas en ese sentido; y que frente a esta situación, la presunta víctima no habría contado con recursos efectivos ya que, a pesar de haber sido agotados, éstos habrían resultado, en la práctica, ilusorios para remediar la situación jurídica presuntamente infringida. Frente a estos alegatos, la CIDH considera que, de ser comprobados, podrían caracterizar violaciones a los artículos 8 y 25 de la Convención, por lo que corresponde declararlos como admisibles a los efectos de realizar el análisis correspondiente en la etapa de fondo. 

53. Asimismo, la Comisión observa que los alegatos expuestos en relación al procedimiento administrativo a través del cual se habría procedido a la incautación de ciertos bienes propiedad del señor Peñafiel, requiere de un análisis de fondo, dado que plantean cuestiones relacionadas con el alcance del derecho contenido en el artículo 21 de la Convención Americana, en relación con las garantías del artículo 8 del mismo instrumento. 

54. En cuanto a la alegada violación del derecho previsto en el artículo 13 de la Convención Americana, la Comisión observa que los peticionarios han alegado que la presunta violación de ese derecho se deriva de la conducción de uno de los procesos judiciales contra Alejandro Peñafiel, pero no han presentado elementos suficientes para demostrar que los hechos alegados podrían caracterizar una violación del mismo. Por lo tanto, corresponde considerarlo como inadmisible. 

55. Finalmente, la Comisión considera que los peticionarios no han presentado elementos básicos que permitan establecer prima facie sus reclamos por una potencial violación del derecho a la vida, protegido por el artículo 4 de la Convención Americana.  En consecuencia, la CIDH declara que esta alegación es inadmisible respecto de dicho alegato, de conformidad con el artículo 47.b) de la Convención Americana. 

V.
CONCLUSIONES
56. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 7, 8, 9, 21 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisibles los reclamos respecto de la presunta violación de los artículos 4, 11 y 13 de la Convención Americana. 
57. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 7, 8, 9, 21 y 25 en conexión con el artículo 1.1. de la Convención Americana.

2. Declarar inadmisible el presente caso con relación a los artículos 4, 11 y 13 de la Convención Americana. 

3. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a los peticionarios.

4. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 29 días del mes de marzo de 2012.  A favor: José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz (en disidencia), y Rose-Marie Belle Antoine (en disidencia), Miembros de la Comisión. 
� Mediante escrito de fecha 18 de julio de 2002, el señor Peñafiel indicó que autorizaba igualmente al señor Juan Pablo Albán para que actuara, de forma separada o conjunta, como peticionario en el trámite del caso ante la CIDH. De acuerdo a la información contenida en el expediente ante la CIDH, el último escrito presentado por el señor Albán en calidad de peticionario en el caso, fue de fecha 18 de febrero de 2003.  Posteriormente, la representación del señor Peñafiel fue asumida únicamente por el señor Francisco Correa. 


� Los peticionarios alegan que esta decisión se habría dictado en horas de la tarde del mismo día en que el Juzgado había negado por segunda vez la solicitud presentada por la Fiscalía.  


�Al respecto, los peticionarios indican que la legislación ecuatoriana entonces vigente establecía que la extradición procedía en los casos en los que se hubiese dictado una sentencia condenatoria firme, que no era el caso del señor Peñafiel. No obstante, agregan que el 18 de agosto de 2000, fue promulgada una nueva Ley de Extradición, la cual se habría tramitado y dictado de forma inusualmente expedita, y en la que se incluyó como una de las causales de procedencia para la solicitud de extradición que existiera una orden de prisión preventiva. 


� Como correlato señalan que la solicitud de asilo político fue tramitada por las autoridades españolas con ciertas irregularidades, en virtud de lo cual el señor Peñafiel presentó una demanda ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y se acordó una medida cautelar que suspendió temporalmente su extradición a Ecuador pero que fue posteriormente levantada y la demanda ante el TEDH fue declarada inadmisible.


� Los peticionarios destacan que esto habría ocurrido pese a que la normativa de derecho internacional privado aplicable a los procesos de extradición, y que era vinculante para el Estado ecuatoriano, establecía que éste solamente podía ser juzgado por el delito por el cual se le acusaba para el momento en que fue solicitada su extradición. En ese sentido, citan las disposiciones pertinentes del “Código de de Derecho Internacional Privado Sánchez de Bustamante” del cual Ecuador es parte. 


� En relación a este proceso, los peticionarios alegan que se habría iniciado por el delito de defraudación, sin embargo, cuando se emitió el auto de apertura al plenario, se acusó por el delito de peculado tipificado en el artículo 257 del Código Penal de Ecuador. Indican que esta decisión fue apelada por la defensa de la Alejandro Peñafiel, en virtud de lo cual la Sala Quinta de la Corte Superior de Justicia de Quito reformó la providencia impugnada, excluyendo la posible comisión del referido delito y dictando un nuevo auto de apertura a plenario con base en los artículos 131 y 134 de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero. En esta nueva etapa del proceso correspondió conocer al Tribunal Cuarto de lo Penal de Pichincha que dictó la sentencia absolutoria referida. Asimismo, sostienen que, conforme a lo establecido en el Código de Procedimiento Penal entonces vigente –en su artículo 319-, en virtud de que esta decisión había absuelto al señor Peñafiel, procedía su “libertad inmediata” aún cuando se hubiere presentado un recurso para impugnarla y que estuviese pendiente de decisión. 


� Los peticionarios destacan que esta situación se habría presentado en varios de los procesos penales iniciados, ya que las acusaciones por las cuales era finalmente procesado, se fundamentaban en un delito distinto al inicialmente considerado y sobre el cual se habría basado la preparación de su defensa. 


� Los peticionarios aclaran que este proceso se relaciona con un asunto de naturaleza civil en relación a una acusación particular presentada sobre el supuesto incumplimiento de promesa de un contrato de compraventa. Indican que en primera instancia, el Juzgado Décimo de lo Penal de Pichincha había dictado auto de sobreseimiento provisional que, tras ser apelado, fue revocado por la Corte Superior de Quito, la cual dispuso que se abriera el plenario por el delito de peculado, en virtud de lo cual correspondió conocer en la nueva etapa al Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha.   


� Los peticionarios destacan que este fue el Juzgado que ya había condenado previamente al señor Peñafiel por el mismo delito en la decisión de 18 de abril de 2002. Alegan que al haberse iniciado el proceso por una causa de naturaleza civil y posteriormente haberse impuesto una pena privativa de libertad, se habría configurado una violación al artículo 7 de la Convención Americana en lo relativo a la prohibición de no imponer condenas por deudas, siendo que “el incumplimiento de una promesa de compraventa es una deuda civil”. 


� Los peticionarios indican que la providencia del Presidente del Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha tuvo en cuenta las rebajas a la pena dispuestas por la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y el tiempo que había estado privado de libertad desde que fue detenido en el Líbano.   


� Específicamente indican que los jueces del Tribunal Cuarto de lo Penal que dictaron la decisión de 21 de febrero de 2002, habrían sido acusados por el delito de prevaricación; y que los magistrados de la Sala Quinta de la Corte Superior de Justicia de Quito, habrían sido “suspendidos” de sus cargos luego de dictar la decisión de 24 de octubre de 2001. Indican que en el caso del Presidente del Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha y del Director de la Prisión que dispuso la libertad del señor Peñafiel en julio de 2004, también habrían sido objeto de procesos penales. 


� Al respecto, los peticionarios citan el contenido del artículo 24, numeral 8 de la norma constitucional en el cual se establecía que: “Art. 24.- Para asegurar el debido proceso deberán observarse las siguientes garantías básicas, sin menoscabo de otras que establezcan la Constitución, los instrumentos internacionales, las leyes o la jurisprudencia: […] 8. La prisión preventiva no podrá exceder de seis meses, en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de un año, en delitos sancionados con reclusión. Si se excedieren esos plazos, la orden de prisión preventiva quedará sin efecto, bajo la responsabilidad del juez que conoce la causa. En todo caso, y sin excepción alguna, dictado el auto de sobreseimiento o la sentencia absolutoria, el detenido recobrará inmediatamente su libertad, sin perjuicio de cualquier consulta o recurso pendiente”. 


� Al respecto, citan lo indicado en el referido informe donde se indica que “de conformidad con lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia, […] el 23 de enero de 2003 […] ‘en los procesos penales iniciados antes del 13 de enero de 2003, no procede dictar orden de detención en firme…’ Por consiguiente en estos procesos (no resueltos) el Juez o Tribunal que se encuentre conociendo la causa, debe dejar sin efecto por ineficaz la orden de detención, inclusive las contenidas en autos de llamamiento a Juicio, y en su lugar ordenar o confirmar la prisión preventiva, así como dejarla sin efecto cuando corresponda, por haber transcurrido los plazos previstos en el numeral 24-8 de la Constitución Política de la República (huelga decir que el prenombrado registra boletas de excarcelación con la norma constitucional invocada)”.


� Entre otras, los peticionarios destacan que en el marco de los procesos penales iniciados por la Fiscalía (referidos como la causa No. 292/98 y 8012/2001), la Cuarta Sala de la Corte Superior de Guayaquil en fecha 24 de febrero de 2003, y el Juzgado Noveno de lo Penal del Guayas en fecha 16 de mayo de 2002, habrían dictado autos de sobreseimiento definitivo, decisiones que habrían quedado firme y adquirido el carácter de cosa juzgada. Asimismo, indican que el auto de 17 de febrero de 2004 de la Corte Suprema de Justicia, que ordenó la acumulación de las causas que se encontraban recurridas en casación, se fundamentó en que ambas causas tenían como base los mismos hechos y se estaba acusando al señor Peñafiel por el mismo delito. 


� Agregan que el 12 de junio de 2002, entró en vigencia una nueva Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado que habría derogado el contenido del artículo 257 del Código Penal. Los peticionarios sostienen que Alejandro Peñafiel presentó una solicitud ante el Poder Judicial para que se decretara su libertad alegando que era procedente la aplicación de la “retroactividad favorable” con la entrada en vigencia de la nueva Ley Orgánica de la Contraloría. Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia habría dictado una providencia de 25 de junio de 2002 publicada en el Registro Oficial No. 604, en la cual se refirió a las “dudas” que se habían generado con la entrada en vigencia de la nueva Ley Orgánica de la Contraloría, aclarando que ésta no afectaba la vigencia del delito contenido en el artículo 257 del Código Penal. 


� Sobre la naturaleza de este procedimiento los peticionarios indicaron que: “no tiene similar en el derecho comparado […] a la gerente de la AGD se le inviste de facultades jurisdiccionales [quien actúa] en su doble condición de Gerente y juez de coactivas, y sin haber iniciado un proceso contradictorio procede a incautar propiedades en base a los propios datos de la AGD contra miles de empresas”.


� Los peticionarios señalan que se habría presentado un recurso de amparo ante el Juzgado Décimo Tercero de lo Penal de Pichincha, en contra de una de las órdenes de incautación emitida por la AGD. Indican que el referido Juzgado ordenó la suspensión de la resolución de la AGD mientras se decidía el recurso, pero que el mismo fue posteriormente desestimado el 1 de febrero de 2008. 


� Los peticionarios destacan por ejemplo, las declaraciones ante los medios de comunicación del entonces presidente del Ecuador, Rafael Noboa, en las cuales habría afirmado que “mientras él ostent[ara] la Presidencia de la República, Alejandro Peñafiel no saldr[ía] de la cárcel”. Como sustento de su alegato, los peticionarios han aportado durante el trámite del caso ante la CIDH, una serie de notas de prensa con las declaraciones referidas y las reseñas realizadas sobre el caso de Alejandro Peñafiel en los medios de comunicación. 


� Relatan por ejemplo, que la Comisión de Control Cívico de la Corrupción (“CCCC”) –organismo creado conforme a lo establecido en el artículo 220 de la Constitución entonces vigente-, habría publicado en una oportunidad en su página Web, un enlace llamado “cárcel de papel” en el cual se podía elegir una opción de “aplícale la pena” a una imagen del señor Alejandro Peñafiel y con esto se “animaba al internauta” a que ejecutara virtualmente a la persona seleccionada, teniendo para ello una lista de “distintos procedimientos” para escoger tales como “quemarlo, reventarlo”, entre otros.


� En su escrito inicial, el Estado también hizo referencia a las medidas de protección solicitadas por los peticionarios para que la CIDH ordenara el levantamiento de la medida de privación de libertad dispuesta por las instancias internas en el caso del señor Peñafiel. En ese sentido, alegó que la Comisión era incompetente para determinar presuntas violaciones a las disposiciones de la legislación nacional ecuatoriana y que las solicitudes de los peticionarios sobre el asunto, se refería a cuestiones que en todo caso debían ser analizadas en una eventual etapa de fondo, y que no correspondían a la etapa presente etapa de admisibilidad. 


� Mediante escrito de fecha 27 de junio de 2008, el Estado remitió un informe con el resumen de 14 procesos penales iniciados al señor Peñafiel. 


� El Estado cita el contenido del artículo 29 de dicha Ley, el cual establece que:


“En aquellos casos en que los administradores hayan declarado patrimonios técnicos irreales, hayan alterado las cifras de sus balances o cobrado tasas de interés sobre interés, garantizarán con su patrimonio personal los depósitos de la institución financiera, y la Agencia de Garantía de Depósitos podrá incautar aquellos bienes que son de público conocimiento de propiedad de estos accionistas y transferirlos a un fideicomiso en garantía mientras se prueba su real propiedad, en cuyo caso pasarán a ser recursos de la Agencia de Garantía de Depósitos y durante este período se dispondrá su prohibición de enajenar”. 
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� Corte I.D.H. Caso de la Comunidad Moiwana. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 48; Caso Tibi. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 48; y Caso Herrera Ulloa. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 80/ 


� CIDH, Informe Nº. 52/00, Trabajadores cesados del Congreso, 15 de junio de 2000, párr. 21.


� Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 63.


� De acuerdo a la información aportada por los peticionarios, este recurso habría sido posteriormente desestimado. 


� Reglamento de la CIDH, artículo 31.3.  Véase CIDH, Informe No. 32/05, petición 642/03, Admisibilidad, Luis Rolando Cuscul Pivaral y otras personas afectadas por el VIH/SIDA, Guatemala, 7 de marzo de 2005, párrs. 33-35; Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Excepciones Preliminares, párr. 53; Caso Durand y Ugarte. Excepciones Preliminares.  Sentencia de 28 de mayo de 1999.  Serie C No. 50, párr. 33; y Caso Cantoral Benavides. Excepciones Preliminares.  Sentencia de 3 de septiembre de 1998. Serie C No. 40, párr. 31.


� CIDH, Informe N° 21/04, Petición 12.190, Admisibilidad, José Luis Tapia González y otros, Chile, 24 de febrero de 2004, párr. 33.


�    Al respecto, la Comisión tiene en cuenta que, de la información contenida en el expediente, se desprende que el 22 de enero de 2004, la Dirección Nacional de Rehabilitación Social del Ministerio de Gobierno de Ecuador, habría emitido un informe sobre la situación jurídica del señor Peñafiel, con la relación de las distintas causas penales a la que éste se encontraba sometido, y en el cual se indicó que “de acuerdo a la documentación presentada, y a sabiendas que faltan causas por resolver, pues la norma constitucional 24-8 es sólo un incidente que surte efecto para la prisión preventiva, ya que continua la prosecución del juicio hasta que halla un auto resolutorio definitivo por lo que [se] sugi[rió] que el [señor] Peñafiel […], a través de su Abogado Defensor bus[cara] los mecanismos pertinentes en aras de resolver las causas pendientes, y se proced[iera] a dar el trámite correspondiente de prelibertad […]”. 
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